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El presente informe presenta una propuesta para la constitución en Venezuela de un frente endógeno de interacción para la justicia social (FREEINJUSS) con enfoque jurídico- Social, fundamentado en cuatro pilares de actuación, a saber, a) la investigación, análisis, monitoreo y evaluación de políticas públicas y legislación por parte del poder popular; b) la abogacía y la participación ciudadana; c) el empoderamiento de las comunidades; y d) el fortalecimiento institucional. 
El documento revisa y discute conceptos y definiciones básicas relacionadas con los frentes sociales como forma de organización comunitaria. De igual modo, se muestra el recorrido metodológico que implica la selección y/o construcción de indicadores sociales de derechos, así como las ventajas y desventajas de su utilización. Las consideraciones finales giran en torno a las oportunidades y desafíos de este enfoque en relación a su implementación mediante las políticas públicas.

Palabras claves: Frente Endógeno De Interacción De La Justicia Social (FREEINJUSS), derechos humanos, políticas públicas, sistema de información.

Introducción

Desde 1999, Venezuela está a la vanguardia en materia de derechos humanos (DDHH) con una de las constituciones políticas más avanzadas de la región latinoamericana en términos del reconocimiento y adopción de las obligaciones estatales establecidas en instrumentos jurídicos Nacionales e Internacionales. No obstante, su implementación constituye un importante reto en materia de políticas públicas y participación popular.

En ese marco, se introducen en este informe los fundamentos conceptuales y metodológicos para la constitución en la Parroquia Corazón de Jesús, del Municipio Barinas, Estado Barinas; del primer (FREEINJUSS) el cual por ser pionero y fundamentarse en el Programa de Formación de Grado (PFG) Estudios Jurídicos, que se dicta en la “Misión Sucre” por intermedio de la “Universidad Bolivariana de Venezuela”. Y por ser los cursantes del decimo (X) semestre, modalidad fin de semana, de la Aldea “Pio Tamayo”; (2007 I / 2012 I)  quienes impulsan esta Propuesta, se fundamentara con un enfoque de derechos en cuanto a la participación popular y ciudadana. Así mismo se persigue el objetivo de motivar a los estudiantes de la UBV, independientemente del PFG o semestre que cursen, para que se integren a la propuesta y de esta manera se logre, mediante la Interacción y engranaje, una mejor estrategia de abordaje a las comunidades donde se lleve a cabo el proyecto comunitario que ejecuten.

Considerando que cada PFG puede aportar a los múltiples Proyectos Comunitarios; desde su visión, función y misión una inmensa gama de alternativas y propuestas que se fundamentan en sus estudios académicos, métodos científicos y diversos conocimientos adquiridos durante y mediante el desarrollo de la actividad estudiantil en la UBV. Se convocaran a conformar parte activa y protagónica dentro de cada comunidad y desde esta perspectiva y método de participación conformar los (FREEINJUSS) dentro de cada comunidad en la cual desarrollen sus proyectos comunitarios.
Históricamente se han creado vicios y antivalores que promulgan la división y exclusión de los grupos vulnerables. Estos no son ajenos a nuestra organización estudiantil, ya que actualmente enfrentamos embates de divisiones sociales, políticas e ideológicas que generan fuertes enfrentamientos en el ámbito cotidiano. Ejemplo de lo aquí descrito se puede palpar cuando un grupo estudiantil se encuentra ejecutando un proyecto en determinada comunidad y, otro grupo de diferente PFG o diferente semestre intenta trabajar en la misma comunidad.
Ilógicamente se genera una situación de rechazo, donde se pretende imponer la jerarquía del más antiguo o de quienes se autoproclaman pioneros en la localidad, sobre quienes abordan la misma o quizás otra problemática dentro de la comunidad. Situación que lejos de demostrar la formación académica, ideológica y sociopolítica que hemos desarrollado mediante nuestros estudios, muestra antagónicamente una debilidad que corroe cualquier buen desempeño que podamos tener y por ende se denigra la calidad y cualidad de nuestra institución educativa así como nuestra calidad y cualidad como humanos y profesionales.
Estamos convencidos que el deber ser se fundamenta en la Interacción de cada actor, organización social, organismos públicos y en fin cada ciudadano que sienta y padezca la realidad actual desde un enfoque ético, justo e igualitario; donde la participación sea el cimiento del empoderamiento de la Justicia Comunitaria y “La Suprema Felicidad Social”.

Consecuentes con nuestros principios de: Democracia, participación, cooperación, corresponsabilidad, solidaridad, igualdad y justicia;  así como comprometidos con nuestros objetivos, realizamos esta propuesta con la finalidad de que puedan ser ajustadas e implementadas según  los requerimientos de los distintos Programas de Formación de Grado que dicta la Universidad Bolivariana de Venezuela (UBV), con la intención de formar profesionales sociales y no mercantiles. Es así como formalmente autorizamos al Lector para que realice ajustes (de forma) con la finalidad de acoplar a sus proyectos comunitarios las líneas generales de esta Propuesta.
Bajo esta perspectiva, los (FREEINJUSS) permiten supervisar la realización progresiva de los derechos y Deberes Constitucionales; mostrar y vigilar la continuidad de las mejoras e incentivar los ajustes normativos cuando así se requieran para asegurar la equidad y la no discriminación de las minorías y demás grupos vulnerables; todo ello con el fin de alcanzar el objetivo de la justicia social y “La Suprema Felicidad Social”.
La conceptualización del (FREEINJUSS) que se propone en este documento se basa en la importancia de que tales instancias logren influir efectivamente en la toma de decisiones a nivel comunitario, local y por ende incida en el ámbito legislativo y de gobierno, convirtiendo los descubrimientos y hallazgos de las investigaciones y monitoreo que realicen en insumos (recomendaciones y propuestas) para la construcción de agendas públicas que promuevan la consolidación, por un lado, de una sociedad activamente involucrada en el conocimiento, ejercicio y exigencia (o justiciabilidad) de sus derechos, y por el otro, de un Estado con fortaleza institucional capaz de cumplir con las obligaciones voluntariamente adquiridas para con sus ciudadanos/as; y así impulsar y promover la participación y el protagonismo popular.

En tal sentido, se presentan los conceptos y definiciones básicas relacionadas a lo que en general suele definirse como un (FREEINJUSS) hasta focalizarlo al nivel de un medio de Participación Popular para los Derechos Sociales y, posteriormente, se proponen un conjunto de ejes o pilares de actuación así como líneas y ámbitos estratégicos de acción para su puesta en marcha. El  (FREEINJUSS) de Derechos, propuesto parte de las obligaciones del Estado de respetar, proteger y satisfacer el cumplimiento de los DDHH así como los contenidos normativos (o componentes) de los mismos; adicionalmente, se definen las áreas de acción y se plantea la necesidad de una lista definida de indicadores de derechos que permitan la sistematización de información confiable, válida, coherente, útil y oportuna para la toma de decisiones. 

Posteriormente se expone cómo y con qué desarrollar las labores de monitoreo y evaluación del  (FREEINJUSS), así como el recorrido metodológico que implica la selección y/o construcción de indicadores de derechos, las ventajas y desventajas de su utilización así como los retos y desafíos que enfrenta la aplicación de este enfoque.

¿Qué es un (FREEINJUSS)?. El planteamiento para la creación surge de los hechos sociales del ámbito jurídico relativamente recientes y evidencia la necesidad que ha surgido al interior de las sociedades de realizar un seguimiento sistemático y permanente a distintos aspectos de las relaciones humanas. 

En el mundo entero coexisten experiencias tanto de instituciones públicas u Organismos, como de organizaciones sociales encargadas de sistematizar información sobre la realidad de una situación o fenómeno en particular como el mercado de trabajo, la democracia, los medios de comunicación, los procesos electorales, entre otros aspectos. El término ha sido aplicado para describir instituciones de muy variada naturaleza, por tanto, no existe un significado unívoco y ello ha generalizado la idea de que el (FREEINJUSS) es básicamente un medio de información y participación popular directa reduciendo su complejidad. La implementación de un sistema de información como elemento medular de un Frente De Interacción Endógeno no implica que su única función sea generar indicadores confiables a través de la conformación de redes de recolección de los datos existentes y que se perciban en cada coyuntura.

Además de recabar, organizar, clasificar y sistematizar datos e información, un Frente De Interacción Endógeno, indistintamente de su objeto de estudio, tiene entre sus funciones analizar (estructura-contextura) de la sociedad y sintetizar la información generada y difundirla. El uso del término Frente de Interacción Endógeno de la Justicia Social, el sentido que aquí destacamos, se refiere a aquellos “…espacios con acceso público de producción de conocimiento para apoyar, monitorear y evaluar desde la etapa de diseño las políticas sociales que generan equidad e igualdad en la sociedad”. 

Bajo la perspectiva planteada, la tarea de los frentes está orientada no sólo hacia la producción de información para determinadas personas o instituciones, sino que además debe tener la capacidad de influir en el diseño y contenido de las políticas públicas orientándolas hacia un enfoque de derechos que permita su materialización efectiva y satisfactoria para la población históricamente excluida y vulnerada del país.

La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (CRBV) (ANC, 1999: art. 2) define explícitamente al Estado como social y democrático, de derecho y de justicia. Un Estado social realiza sus objetivos fundamentalmente a través de la legislación y la administración pública y no exclusivamente por medio de la Constitución, es decir, no sólo es necesaria la garantía formal para el ejercicio de los derechos sino algo más importante: la materialización de sus contenidos, su “concreción efectiva”.

Así pues, el criterio definitorio de un Estado social es la posibilidad real de garantizar socialmente los derechos fundamentales de la ciudadanía y no sólo su consagración jurídica. El incumplimiento de las obligaciones contraídas por parte del Estado da cuenta de un déficit en materia legal, presupuestaria, administrativa, logística o de cualquier otra índole, lo que ha ocasionado una deuda social que actualmente el gobierno socialista que lidera el Presidente Hugo Rafael Chávez Frías ataca contundentemente, pero que deja ver la falta de compromiso de quienes ejerciendo funciones publicas apuestan al fracaso del Proyecto Nacional Simón Bolívar, los Objetivos del Milenio y la Justicia Comunitaria.

Es tarea del (FREEINJUSS) de derechos, mostrar y hacer visibles a la opinión pública esas deficiencias al igual que registrar y denunciar los casos donde se muestren flagrantes o potenciales violaciones a los DDHH. También es imprescindible que el (FREEINJUSS) identifique y muestre los progresos y avances por parte del Estado en relación con la realización progresiva de los Derechos Sociales y de cada Política Publica que el Ejecutivo Nacional diseña para reivindicar y de alguna manera cubrir la deuda social que existe en el país; así se puede desmontar cualquier matriz de opinión que no tenga fundamentos.

Un (FREEINJUSS) con enfoque de derechos es una herramienta para investigar, analizar, monitorear y evaluar la actuación del Estado y sus actores en relación al respeto, protección y cumplimiento de los derechos, orientado a fomentar la participación y movilización de las comunidades, así como el fortalecimiento de la institucionalidad estatal. Dada la complejidad que implica hacer realidad la idea de un  (FREEINJUSS) con enfoque de derechos es imprescindible plantear su formulación en varias fases o etapas entre las cuales deben considerarse imprescindible las siguientes: 

a) la definición de un marco teórico-conceptual, así como la definición de objetivos claros y precisos necesarios para la implementación de las estrategias.

b) el establecimiento de los aspectos metodológicos a partir de una agenda de temas a describir, monitorear y analizar para posteriormente ser sistematizados.

c) una alianza institucional para su funcionamiento (redes de apoyo y de información).

d) la constitución de un equipo de trabajo transdisciplinario donde tenga cabida la ciudadanía como actor clave para las actividades del FREEINJUS.
e) la evaluación del impacto que genera el monitoreo sobre las políticas públicas, las leyes y los procedimientos administrativos mediante diagnósticos participativos o cualquier otro mecanismo que garantice la participación de la ciudadanía. De manera que cada actor que integra el frente pueda realizar sus evaluaciones según sea su campo de estudio.

Este informe busca generar aportes para los cuatro primeros puntos así como algunas orientaciones respecto al último elemento; el primero de ellos mediante una propuesta de ejes o pilares de actuación, el segundo, referido al caso específico de la Justicia Social y los derechos sociales, dada la necesidad de acotar el amplio catálogo de derechos que contempla el marco jurídico internacional y nacional. El tercer punto se complementa con la Interacción con los Organismos del estado y por ultimo el cuarto punto se fundamenta en la Participación Ciudadana como columna vertebral.

Por tal motivo es importante señalar cada una de las bases necesarias para la constitución y creación de los (FREEINJUSS) en cada aldea Universitaria de la UBV.

Ejes o pilares de actuación de un (FREEINJUSS) 


Cuatro pilares (ver diagrama 1) orientan la actuación de los comités o mesas técnicas (en cada consejo comunal) mediante el aporte que pueden generar los estudiantes de la Universidad Bolivariana de Venezuela en lo que respecta a el desarrollo de los proyectos comunitarios que se ajusten a los requerimientos de las comunidades y la jerarquización que estas tengan en base a sus problemáticas existentes. Es así como cada FREEINJUSS sirve de elemento articulador e impulsor de Interacción de sus diversas actividades. No existen criterios jerárquicos entre ellos, privando la integralidad y la simultaneidad de los procesos que permiten su desarrollo efectivo. Estos ejes de actuación son los siguientes: 

Diagrama 1. Ejes o pilares de actuación de un (FREEINJUSS)
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La importancia del empoderamiento radica en la legitimidad que conllevan las decisiones consultadas a los ciudadanos. Los equipos técnicos en trabajo conjunto con las comunidades pueden potenciar la capacidad de las decisiones tomadas mediante una visión holística de la problemática de la comunidad acelerando su solución y el alcance de las metas propuestas. La única forma de mejorar las condiciones de vida de la población menos favorecida es dándole el poder y las herramientas institucionales para lograrlo. Es aquí donde jugarían un papel fundamental los diversos PFG de la UBV.
La participación en la toma de decisiones sobre asuntos que involucran y afectan directamente a los/as ciudadano/as, es un requisito indispensable para la consolidación de la democracia social y política y para alcanzar “La Suprema Felicidad Social”.

En Venezuela, los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (DESC) tienen, al igual que los Derechos Civiles y Políticos (DCP) rango constitucional; y por tanto, son de obligatorio respeto, protección y satisfacción por todos los órganos y funcionarios/as del Poder Público en cualquiera de sus ramas y niveles. Por esta razón orientamos nuestro Proyecto “Justicia Comunitaria” en la óptima, efectiva, eficiente e incluyente  aplicación de las normas y leyes vigentes en nuestro país.

1. Investigación, análisis, monitoreo y evaluación de políticas públicas y legislación.

Todo (FREEINJUSS) desarrolla un conjunto de actividades medulares, entre ellas la investigación, el monitoreo, el análisis y la evaluación de políticas públicas y de la legislación. La investigación permite comprender los fenómenos más allá de la realidad donde suceden a través de la incorporación de conceptos, metodologías y experiencias que enriquecen el análisis coyuntural de las políticas, favoreciendo la consolidación del enfoque de derechos en su contenido. Las tareas básicas del componente de investigación deben ser coherentes con los objetivos y la agenda pública desarrollada. 

El monitoreo (o seguimiento) y la evaluación son procesos íntimamente relacionados que en ocasiones tienden a confundirse teóricamente. Monitorear implica la documentación continua de las inequidades en el tiempo; mientras que evaluar connota atención a las circunstancias que contribuyen a las inequidades. Ambos permiten generar información útil para los procesos de toma de decisiones e incluso para la rendición de cuentas como instrumento de contraloría social de la gestión pública. Esta asociada íntimamente a la organización comunitaria (consejo comunal).
A pesar de que ninguno remplaza al otro, tienen una característica en común: comprenden las mismas etapas para su realización aunque, como cabría esperar, producen información de distinto tipo. La evaluación no es una fase residual del monitoreo, sino por el contrario, la armonía y complementación entre ambos es la garantía de una observación capaz de producir recomendaciones con factibilidad para incidir en los cambios necesarios, respetando las diferencias conceptuales y operacionales existentes (ver cuadro 1).
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Cuadro 1. Principales características de la evaluación y el monitoreo

La evaluación: consiste en el análisis coyuntural producto de la Investigación, Acción Participativa (IAP) que se realiza en la comunidad estudiada a fondo; compara la planificación con los logros reales. Se centra en los productos respecto de los insumos (Cuantitativo Vs Cualitativo), los resultados respecto del costo (Factibilidad económica del método), los procesos o métodos utilizados mediante el desarrollo del proyecto comunitario (UBV) para alcanzar resultados, la pertinencia general (Objetivo general), el efecto y la sostenibilidad. Responde por qué y cómo se obtuvieron los resultados.

El monitoreo: observa la evolución, supervisa, analiza y documenta los progresos registrados. Se centra en los insumos (Cuantitativo), las actividades, los productos, los procesos de implementación, la continuación de la pertinencia (Objetivo específico), los resultados probables a nivel de efectos directos. Responde qué actividades se realizaron y qué resultados se obtuvieron. La evaluación contempla un conjunto de etapas desde el punto de vista analítico (ver diagrama 2), que van desde la definición del propósito y los intereses de la evaluación hasta llegar a las decisiones concretas como consecuencia de las recomendaciones que resultan de los hallazgos que permitan en el marco de sus limitaciones los mecanismo de recolección de información y el análisis de los resultados.
[image: image3.png]Proposito de a
evaluacion

Intereses de
evaluacion

Formuario de
Preguntas de
suprema relevancia

Disefio del Plan de
Accion

Sistematizacion de
Experiencias

Métodos de
recoleccion de datos

Aplicacion del Plan
de Accion en la
Comunidad

Recomendaciones
Generales

Recomendaciones
Especificas





Diagrama 2. Fases del proceso analítico de la evaluación

2. La abogacía

Dado que los determinantes de la inequidad en el acceso a los derechos son en su mayoría de carácter sociopolítico y económico, es necesaria la abogacía entendida como movilización ciudadana encaminada hacia la promoción de leyes y de políticas públicas para disminuir las injusticias y desigualdades de la seguridad social. La abogacía “es el proceso de promover y apoyar una posición, argumento, política o creencia en particular lo cual implica una intención de facilitar el cambio hacia una meta u objetivo determinado”. También puede definirse como “…el proceso de usar la información en forma estratégica y de actuar para cambiar las políticas a fin de mejorar la vida de los desaventajados”.

El elemento medular que distingue el concepto “abogacía” de cualquier otro es el apoyo a las políticas favorables a la realización de los derechos. Las acciones de abogacía pueden tomar, entre otras, las siguientes formas: 

a) Informar a los interesados mediante la divulgación de material informativo que coadyuve en la sensibilización a la opinión pública sobre la importancia del enfoque de derechos sociales y la participación ciudadana como pilar de la justicia comunitaria.

b) Incorporar en la agenda pública la preeminencia de los derechos en la formulación de leyes, políticas públicas y procedimientos administrativos.

c) Formar redes de organizaciones comunitarias a favor de los derechos; estas que podrán constituirse como parte de los Consejos Comunales de cada comunidad. En concordancia con la  (C.R.B.V.), Ley Orgánica de Participación Popular, Ley Orgánica de los Consejos Comunales, entre otras que brindan al ciudadano medios de participación.
d) Influir directamente en la aplicación y elaboración de normas jurídicas y en la toma de decisiones en cuanto a políticas públicas y justicia social se refiere.

3. El empoderamiento de las comunidades para la transformación social

El empoderamiento es la capacidad de las comunidades de identificar por sí mismas los déficits de derechos y justicia social que presentan y de poner en marcha los mecanismos de exigibilidad de su cumplimiento al Estado. De tal manera que “una comunidad empoderada es capaz de tomar sus propias decisiones y de iniciar acciones respecto a sus problemas prioritarios. Si las decisiones externas la afectan, una comunidad empoderada es capaz de ejercer influencia sobre las otras entidades que toman decisiones”.

El empoderamiento es un proceso que sólo es posible facilitar, no se decreta. La ciudadanía toma las decisiones pertinentes en temas relacionados con su comunidad, con su cotidianidad, con su entorno. La importancia del empoderamiento radica en la legitimidad que conllevan las decisiones consultadas a los ciudadanos. Los FREEINJUSS, en trabajo conjunto con las mesas técnicas conformadas en los consejos comunales de las  comunidades pueden potenciar la capacidad de las decisiones tomadas mediante una visión holística de la problemática, acelerando su solución y el alcance de las metas propuestas.

La única forma de mejorar las condiciones de vida de la población menos favorecida es dándole el poder y las herramientas institucionales para lograrlo. La participación en la toma de decisiones sobre asuntos que involucran y afectan directamente a los/as ciudadano/as es un requisito indispensable para la consolidación de la democracia social y política; por ende “La Suprema Felicidad Social”.
4. El fortalecimiento institucional

Tiene dos propósitos: por una parte, que las instituciones mejoren sus propios procesos, estrategias e intervenciones para ser más efectivos en la reducción de inequidades sociales; y por la otra, desarrollar (o fortalecer) capacidades y habilidades en los diferentes actores para el abordaje de las inequidades de forma efectiva.
El apoyo y la asistencia a instituciones tanto públicas como privadas permitirán colaborar en la adecuación de sus procedimientos y programas hacia un enfoque que privilegie los derechos y por ende la justicia social.

El fortalecimiento de la institucionalidad del Estado venezolano es un requisito fundamental para el logro de sus fines esenciales (CRBV, 1999: art. 3) tales como la defensa y el desarrollo de la persona y el respeto a su dignidad, la promoción de la prosperidad y el bienestar del pueblo y la garantía del cumplimiento de los principios, derechos y deberes reconocidos y consagrados constitucionalmente. Los órganos y funcionarios de la Administración Pública Nacional (APN) deben estar única y exclusivamente al servicio de la ciudadanía sin exclusiones o parcialidades y orientados bajo los principios de honestidad, participación, celeridad, eficacia, eficiencia, transparencia, rendición de cuentas y responsabilidad (CRBV, 1999: art. 141). 

Derechos, contenidos normativos y obligaciones estatales

Iniciar el trabajo hacia la construcción de un (FREEINJUSS) de Derechos que contemple un sistema de interacción, información, de evaluación y de monitoreo sobre el cumplimiento de las obligaciones estatales establecidas en la CRBV y que esté orientado por una agenda pública de amplio consenso y compromiso ciudadano, requiere primordialmente y como requisito “sine qua non”, identificar los siguientes aspectos: 

a) Aldea/s Universitaria de (UBV) que funciona en la comunidad.

a) Equipo estudiantil o, FREEINJUS dentro de la comunidad.

b) Organización social existente con quien se realizara el análisis mancomunadamente.
c) los derechos o problemáticas a monitorear (pueden ser uno o varios)

d) sus respectivos contenidos normativos.

e) los principios constitucionales del derecho.

f) las distintas obligaciones (tanto generales como específicas) del Estado (como principal titular de deberes) para garantizarlos.

g) los distintos sujetos de derechos establecidos en la Constitución.

1. Los derechos

Las necesidades humanas son anteriores a cualquier norma escrita y alcanzan el status de derechos desde el momento en que “…se objetivan, se institucionalizan y se traducen en normas y leyes, (…) convirtiéndolas en aspiraciones, y éstas, en obligaciones…” (Contreras Baspineiro, 2003). En tal sentido, los derechos son “valores no negociables” que representan un producto social o histórico. En Venezuela, los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (DESC) tienen, al igual que los Derechos Civiles y Políticos (DCP) rango constitucional; y por tanto, son de obligatorio respeto, protección y satisfacción por todos los órganos y funcionarios/as del Poder Público en cualquiera de sus ramas y niveles. 

2. Contenidos normativos

La comprensión de lo que implica la realización plena de los DDHH pasa necesariamente por conocer el contenido de los mismos. A cada derecho está asociado un conjunto de elementos, características o componentes normativos que en sí mismos corresponden a las obligaciones específicas del Estado respecto a aquel. El contenido representa lo que se puede exigir en relación al derecho, siendo tarea fundamental de la ciudadanía su conocimiento, ejercicio y exigencia a través de la participación, la interacción y la abogacía. Se ha tomado, a manera de ejemplo, el derecho a la vivienda adecuada, para mostrar los componentes respectivos (ver cuadro 2).

Cuadro 2. Contenidos normativos del derecho a la vivienda adecuada

	Componentes
	Descripción

	Seguridad jurídica de la tenencia
	“Sea cual fuere el tipo de tenencia, todas las personas deben gozar de cierto grado de seguridad de tenencia que les garantice una protección legal contra el desahucio, el hostigamiento u otras amenazas”.

	Disponibilidad de servicios, materiales, facilidades e infraestructura
	“…debe contener ciertos servicios indispensables para la salud, la seguridad, la comodidad y la nutrición. Todos los beneficiarios (…) deberían tener acceso permanente a recursos naturales y comunes, a agua potable, a energía para la cocina (gas/ luz), el alumbrado, a instalaciones sanitarias y de aseo…”.

	Gastos soportables
	“Los gastos personales o del hogar que entraña la vivienda deberían ser de un nivel que no impidiera ni comprometiera el logro y la satisfacción de otras necesidades básicas”.

	Habitabilidad
	“…debe ser habitable, en sentido de poder ofrecer espacio adecuado a sus ocupantes y de protegerlos del frío, la humedad, el calor, la lluvia, el viento u otras amenazas para la salud, de riesgos estructurales y de vectores de enfermedad”.

	Asequibilidad
	“Debe concederse a los grupos en situación de desventaja un acceso pleno y sostenible a los recursos adecuados para conseguir una vivienda. Debería garantizarse cierto grado de consideración prioritaria en la esfera de la vivienda a los grupos desfavorecidos…”.

	Lugar
	“…debe encontrarse en un lugar que permita el acceso a las opciones de empleo, los servicios de atención de la salud, centros de atención para niños, escuelas y otros servicios sociales”.

	Adecuación cultural
	“La manera en que se construye la vivienda, los materiales de construcción utilizados y las políticas en que se apoyan deben permitir adecuadamente la expresión de la identidad cultural y la diversidad de la vivienda”.

	Fuente: Asamblea General de la ONU. PIDESC. Observación General No. 4.


La importancia de conocer los componentes de los derechos radica en que a partir de cada uno de éstos es posible un monitoreo efectivo de las políticas públicas, disgregando las obligaciones del Estado en ámbitos más específicos, lo que permite a su vez ir reportando avances concretos (o retrocesos) en cada una de las áreas que contempla su realización. Por consiguiente, cada componente involucra determinadas garantías entendidas como aquellos medios que señala la ley para que el derecho sea satisfecho.
3. Obligaciones estatales

Los Estados tienen obligaciones transversales, las cuales corresponden a aquellas garantías que atañen a todos los derechos por igual, tal es el caso del principio de no-discriminación. Así mismo, también pueden distinguirse obligaciones de comportamiento (respetar, proteger y cumplir). Según el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC, Observación General No. 14) “la obligación de respetar exige que los Estados se abstengan de injerirse directa o indirectamente en el disfrute de los (…) derechos. La obligación de proteger requiere que los Estados adopten medidas para impedir que terceros interfieran en la aplicación de las garantías previstas en el (PIDESC).
Por último, la obligación de cumplir (Hacer) requiere que los Estados adopten medidas apropiadas de carácter legislativo, administrativo, presupuestario, judicial o de otra índole para dar plena efectividad a los derechos y Justicia social”. 
A su vez, la obligación de cumplir comprende las obligaciones de facilitar, proporcionar y promover el goce y disfrute de los derechos. Como es lógico, además de estas obligaciones de carácter general, cada derecho conlleva obligaciones específicas (Dar, hacer y no hacer).
Siguiendo con la dinámica anterior se presenta una selección de obligaciones estatales en relación al derecho a la vivienda adecuada; política pública que  hoy día cuenta con la “Gran Misión Vivienda Venezuela”. (Ver cuadro 3).

	Componente
	Obligación

	Seguridad jurídica de la tenencia
	1.   Abstenerse de ejecutar o promover desalojos forzados arbitrarios de personas y grupos. (Obligación de no hacer)

2.   Conceder a las personas y familias la seguridad jurídica de la tenencia, en caso de no contar con esta. (Obligación de dar y hacer)

3.   Adoptar medidas que protejan a los residentes de discriminación, acosos, suspensiones de servicios y otras amenazas. (obligación de hacer)

	Disponibilidad de servicios, materiales, facilidades e infraestructura
	1.   Adoptar medidas legislativas y administrativas para su progresiva 
realización. (obligación de hacer)

2.   Adoptar medidas para evaluar el grado en el que la población disfruta del derecho. (obligación de hacer)

	Asequibilidad
	1.   Asignar la debida prioridad a los grupos vulnerables.

2.   Establecer un sistema de subsidios de vivienda destinados a los sectores que no están en condiciones de hacer frente al costo de una vivienda.

3.   Brindar asistencia para garantizar oportunidades y ayuda directa a los necesitados que no tienen ninguna otra posibilidad razonable de obtener ayuda.

	Gastos soportables
	1.   Adoptar medidas para que los gastos relacionados con la vivienda sean proporcionales a sus niveles de ingresos.

2.   Prevenir toda posible violación del derecho por terceros, tales como propietarios de inmuebles o las empresas urbanizadoras.

3.   Los Estados deben establecer formas y niveles de gastos que reflejen las necesidades de la sociedad en la materia y sean compatibles con las obligaciones previstas en el Pacto y otros instrumentos jurídicos.

4.   Establecer un sistema de subsidios para proteger a los inquilinos de aumentos injustificados.

	Habitabilidad
	1.   Incorporación del contenido del derecho en las políticas de vivienda.

	Lugar
	1.   La vivienda adecuada debe encontrarse en un lugar que permita el acceso a las opciones de empleo, los servicios de salud, centros de atención para niños, escuelas y otros servicios.

	Adecuación cultural
	1.   Respetar el derecho de la población de construir sus propias viviendas y de ordenar el medio ambiente en la forma que se adapte, de modo más efectivo, a su cultura, capacidad, necesidades y deseos.

	Fuente: PROVEA, 2005.


Cuadro 3. Obligaciones del Estado en relación al derecho a la vivienda adecuada

4. Principios constitucionales

La CRBV establece ciertos principios o adjetivos atribuibles a la forma como debe ser expresado cada derecho social. Los principios son importantes para un monitoreo efectivo del cumplimiento de los derechos ya que éstos son los elementos que deben orientar la acción de la institución estatal en función de las obligaciones contraídas. Siguiendo con el ejemplo los principios constitucionales del derecho a la vivienda adecuada son los siguientes: 

a) justicia social.

b) igualdad.

c) equidad.

d) solidaridad.

e) progresividad.

f) sostenibilidad,

g) participación (CRBV, 1999). 

5. Sujetos de derechos.

La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela contempla importantes obligaciones estatales en materia de DDHH (en especial los DESC), no obstante, para el verdadero ejercicio de los derechos es necesario el reconocimiento de los sujetos de derecho. Los titulares fundamentales y especiales de derecho que establece el marco constitucional venezolano son los siguientes: 

a) la familia

b) los niños/as y los adolescentes.

c) los/las jóvenes.

d) los ancianos/as.

e) los trabajadores/as.

f) las personas con discapacidad.

g) los pueblos indígenas.

¿Qué significa monitorear con enfoque de derechos?

El establecimiento de los derechos, como se ha indicado antes, es necesario pero no suficiente para su cumplimiento y ejercicio ciudadano ni para el alcance de la equidad y la justicia social, por lo tanto, es preciso monitorear las políticas públicas bajo un enfoque de derechos para conocer si éstas influyen positivamente en su realización. 
Es decir, una vez identificado los contenidos normativos, las obligaciones estatales, los principios y los sujetos del derecho, es el momento de vigilar el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado, tanto a nivel local, nacional como internacional, en torno al respeto, promoción y desarrollo de los DDHH, a través de un sistema de seguimiento y evaluación de las políticas públicas.

El enfoque de derechos es un marco conceptual que incluye dos aspectos: el normativo y el operacional. El normativo se refiere a que está orientado por las normas internacionales sobre DDHH y el operacional tiene su base en la promoción y protección de los DDHH. 

El principal objetivo de este enfoque es la formulación de políticas y programas que generen avances en la realización progresiva de los DDHH, identificando tanto a los sujetos de derechos (y aquello a lo que tienen derecho) para que sean plenamente reivindicados, como a los titulares de deberes, para que cumplan con las obligaciones que le incumben. Por tanto, monitorear con enfoque de derechos significa: 

a) identificar garantías y obligaciones estatales, dado que éstas aunadas a la participación ciudadana representan el eje central del diseño de políticas públicas basadas en los derechos constitucionales.

b) centrar la atención en las necesidades de grupos y sectores vulnerables.

c) articular las medidas que competen a todos los poderes públicos en torno a la promoción de los DDHH y la justicia social.

d) formular un sistema de monitoreo y evaluación de la actuación del Estado y sus resultados.

e) fortalecer el sistema de administración de justicia para que todos los derechos constitucionales puedan ser defendidos por esta vía.

f) otorgar importancia a la data desagregada y a los niveles locales y micro-locales cuyas características y realidades se ven desdibujadas por los indicadores agregados.

Cuando al monitorear una política pública quede en evidencia “…la articulación racional de acciones y omisiones del Estado, basadas en las obligaciones contraídas voluntariamente por éste a través de distintos instrumentos de derechos humanos y en la definición participativa de los principales problemas y necesidades…” de las comunidades, estamos en presencia de un modelo de gestión con enfoque de derechos. La importancia de esta perspectiva se centra en la posibilidad de:

a) crear una cultura de transparencia y rendición de cuentas por parte del Estado.

b) evaluar el cumplimiento de las obligaciones del Estado en materia de DDHH a nivel local, nacional e internacional.

c) identificar barreras y obstáculos que incidan negativamente sobre la realización de los derechos.

d) identificar debilidades y fortalezas en relación al respeto, protección y satisfacción de los derechos.

e) generar información y recomendaciones coherentes, pertinentes y oportunas sobre la situación de los DDHH y la justicia social.

f) identificar inequidades o discriminaciones en el acceso a los derechos que atenten contra el principio de universalidad.

g) identificar patrones y tendencias sobre la situación de los derechos constitucionales con la intención de sostener en el tiempo los resultados positivos.

h) alertar sobre potenciales o consumadas violaciones de los DDHH y la justicia social.

i) propiciar la participación ciudadana tanto en la planificación, diseño, control y evaluación de las políticas públicas como en la vigilancia y ejercicio de sus derechos.

j) generar una visión holística que contemple la formulación de políticas públicas tomando en cuenta las múltiples dimensiones del entorno (familiar, comunal, etc.) y los marcos sociales, políticos y legales para alcanzar las metas trazadas. Esto por supuesto amerita de la participación activa y protagónica de los diversos actores y organizaciones sociales.
Los procesos participativos de monitoreo y evaluación

El contexto sociopolítico venezolano actual ha generado un interés inédito tanto por los espacios locales y micro-locales como por la participación ciudadana. Esta nueva concepción de lo político que concibe la esfera de lo público más allá de lo estrictamente estatal ha tenido importantes repercusiones en los ciclos de formación de políticas públicas, otorgando un rol protagónico a las comunidades como sujetos activos en su propio proceso de desarrollo. Tanto el monitoreo como la Interacción y evaluación participativa, hacen hincapié en el aprendizaje individual y colectivo, generando conciencia de las fortalezas y debilidades propias de cada comunidad, así como de la forma a través de la cual sea posible transformar su propia realidad, propiciando el cambio hacia la consolidación del bienestar social y la Justicia comunitaria. Es por tanto un proceso flexible y equitativo que se encuentra en permanente adaptación y evolución, en especial, porque la participación permite propiciar el consenso mediante la negociación entre las distintas necesidades, expectativas e intereses de los ciudadanos/as.

Algunas de las ventajas que proporciona la participación ciudadana en el monitoreo la Interacción y evaluación de las acciones estatales en materia de DDHH son las siguientes: 

a) garantiza que los hallazgos del monitoreo la Interacción y evaluación guarden relación con las condiciones locales, tanto contextuales como coyunturales y estructurales.

b) crea en las comunidades un sentido de propiedad y corresponsabilidad respecto de los resultados del seguimiento y la evaluación, con lo que promueve su uso para mejorar el proceso de toma de decisiones y la participación social efectiva.

c) contribuye al mejoramiento de la comunicación y la colaboración entre los/las legisladores/as, los Organismos del Estado y las comunidades organizadas.

d) fortalece la rendición de cuentas mediante la contraloría social. (Proyecto de Ley de contraloría Social)

e) promueve una asignación más eficiente de los recursos a las comunidades organizadas.
El proceso de operacionalización de conceptos

En el marco de la investigación social es posible el trabajo con fenómenos o variables complejas que por su importancia analítica y práctica requieran de expresiones a través de la observación empírica no siempre visibles o tangibles desde su definición nominal. Carlos Sabino (2002) define la operacionalización como “…el proceso que sufre una variable (o un concepto en general) de modo tal que a ella se le encuentran los correlatos empíricos que permiten evaluar su comportamiento efectivo”. Los “correlatos empíricos” corresponden a los indicadores. En tal sentido, la operacionalización consiste en obtener “expresiones concretas, prácticas, medibles” de los conceptos o variables. 
1. Representación literaria del concepto: la cual constituye el nombre o imagen que se tiene del concepto (etimológica y epistemológicamente) desde una perspectiva hermenéutica, o su simple enunciación. También se le conoce como definición nominal porque sólo le da nombre a la variable en estudio (ejemplo: “derecho a la vivienda adecuada”), entre otros que pueden adaptarse según la necesidad del proyecto.
2. Especificación del concepto: por la complejidad del concepto es necesario desagregarlo en componentes, aspectos o dimensiones simples permitiendo de ese modo una conceptualización más precisa. También se le denomina definición teórica o real porque permite clarificar los aspectos a conocer (ejemplo: componente normativo del derecho a la vivienda adecuada: “seguridad jurídica”);

3. Elaboración de indicadores: a partir de estas es posible obtener referentes empíricos de fácil medición y que se correspondan con los propósitos de la investigación (ejemplo: número de personas que carecen de protección jurídica contra la expulsión arbitraria).
4. Formación de índices (sintéticos o globales): los cuales sintetizan en un solo valor el conjunto de indicadores que componen el concepto complejo. El objetivo de los índices es simplificar la cantidad de información necesaria para mostrar y evaluar un concepto determinado (Tabulación), lo que fundamenta la información recabada. 
Dada la naturaleza de los datos procesados y la información generada por un (FREEINJUSS) de derechos, “el marco metodológico” se plantea hasta el punto 3, omitiendo la construcción de índices ya que pudiera variar según las necesidades. Por otro lado, cabe destacar que un concepto complejo puede tener un número amplio e indeterminado de dimensiones y debido a que en muchos casos es imposible trabajar con todas es evidente que, como ocurre comúnmente en la investigación social, se tiene sólo una visión parcial del fenómeno, es entonces una aproximación al plano empírico que permite acoplarlo con el plano teórico, transformando esquemas conceptuales y teorías en indicadores operativos y observables para su posterior análisis.
La complejidad que implica monitorear el cumplimiento (y satisfacción) de los derechos sociales (a la salud, a la educación, a la vivienda adecuada, etc.) viene dada por la imposibilidad de encontrar en la realidad social referentes empíricos sencillos y claros que den cuenta de la situación de los derechos y la justicia social en el país. En resumen, el cumplimiento de los derechos constitucionales es un fenómeno complejo no medible directamente. Es por tanto necesario trascender la definición nominal de los derechos por definiciones teóricas estructuradas a partir de los componentes normativos como dimensiones del derecho que impulsan “La Suprema Felicidad Social”. (ver diagrama 3).
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Diagrama 3. La operacionalización de conceptos o variables. Fuente: Elaboración propia.
Ese análisis coyuntural-conceptual se encuentra adelantado en la primera parte de este documento. Un siguiente paso, lo constituye el análisis coyuntural-operativo donde sea posible establecer, a partir de los componentes normativos y las obligaciones estatales en relación a cada derecho, los indicadores que permitan monitorear y evaluar el cumplimiento de los derechos constitucionales (ver diagrama 4). 
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Diagrama 4. Pasos para la construcción de un indicador de derechos. Fuente: Elaboración propia.

Indicadores de derechos

El monitoreo y la evaluación de los derechos sociales requiere de un marco de referencia que se obtiene a partir de tres elementos fundamentales que permiten determinar claramente las necesidades de medición mediante la aplicación de indicadores. Estos elementos se pueden definir como los siguientes: 

a) la definición y características del derecho a partir de las fuentes de derecho tanto a nivel Local, Nacional como Internacional.

b) la definición de las políticas públicas bajo los lineamientos estratégicos del Gobierno Nacional. 
c) las obligaciones del Estado que derivan de los distintos componentes normativos de cada derecho constitucional. 

Tanto las obligaciones como los componentes antes mencionados conjuntamente con la matriz de indicadores que se construyan y/o seleccionen constituyen los tres productos básicos para la realización de los procesos de evaluación y monitoreo. No obstante, previamente es necesario definir los instrumentos de medición así como sus objetivos y su metodología de empleo a fin de corresponder con las características y la estructura del conjunto de indicadores construidos y/o seleccionados.
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Diagrama 5. Productos-base para los procesos de evaluación y monitoreo. Fuente: elaboración propia.

En definitiva, es primordial avanzar hacia la construcción de un enfoque práctico de indicadores de derechos como derivación explicita de la CRBV con el objeto de vigilar el cumplimiento de los derechos sobre la base de equidad y la no discriminación, permitiendo garantizar la aplicación de medidas adecuadas para velar por la presencia de los principios fundamentales de los derechos (incluidos la progresividad y la participación). 

Un indicador puede ser definido como un referente empírico, concreto, tangible, cuya presencia en la realidad nos revela la existencia de la dimensión de la cual se desprende y, por ende, de la variable o concepto en estudio. Los indicadores son los aspectos más concretos que definen una dimensión. 

Es importante distinguir un indicador de derechos de cualquier otro. Los indicadores de derechos se caracterizan por los siguientes elementos: por un lado, derivan explícitamente de normas concretas de un derecho humano en particular; y por el otro, su utilidad radica en la posibilidad de vigilar los derechos a fin de exigir la rendición de cuentas de los responsables (ONU, 2003). De tal modo que los indicadores de derechos tienen como función traducir las normas jurídicas y los componentes normativos de los derechos en referentes de carácter operativo que permitan evaluar su cumplimiento.

Los indicadores, por tanto, son instrumentos analíticos que permiten una mejor comprensión de los derechos y la supervisión de su realización progresiva ajustando las obligaciones estatales a los adelantos que se registren a partir de la definición de metas o bases de referencia. No obstante, la calidad de los indicadores depende del instrumento de medición o en todo caso de la fuente de la cual provienen los datos empleados para su construcción. Por esto es fundamental analizarlos con los habitantes de la comunidad.
Tan importante como la calidad de los datos es la validez y la fiabilidad de los indicadores, por lo que “un indicador será válido cuando exista consonancia entre la definición operativa y el concepto que pretende medir, esto es, en la medida que mida realmente lo que pretendía medir; y, será fiable siempre y cuando exprese fehacientemente la estabilidad o consistencia de una definición operativa”. 

La validez del indicador debe ser tanto teórica como empírica: “la validez teórica, o validez de contenido es su dependencia respecto a la definición teórica inicial del concepto”. En cuanto a la validez empírica se requieren dos fases: una fase de contrastación con el fenómeno que quiere representar; y una fase de ajuste, la cual “…nos advierte que los conceptos, y los fenómenos, también deben ir ajustándose a través de las dimensiones y de los indicadores seleccionados para medir el concepto en cuestión”.

Además de la validez y la confiabilidad de los indicadores de derechos, es importante que los mismos garanticen la generación de información útil, coherente y oportuna. Los “mejores” (o más adecuados) indicadores son aquellos que: 

a) son pertinentes al monitoreo y la evaluación de los derechos en tanto se derivan de las obligaciones estatales y ponen en evidencia las eventuales diferencias entre las desagregaciones geográficas (o territoriales), etéreas (de edad), étnicas, de género, de origen socioeconómico, etc.

b) se ajustan a las normativas legales (locales, nacionales e internacionales) 
c) son fáciles de obtener y de interpretar.

d) permiten seguir los cambios (progresos, retrocesos o estancamientos) que se producen en el tiempo, según se sucedan las coyunturas o fenómenos sociales.
Tipos de indicadores de derechos

No existe hasta el momento una clasificación única que agrupe a los indicadores de derechos. De la variedad de propuestas de clasificación de los indicadores sociales que pueden ser utilizados para medir el cumplimiento de las obligaciones estatales en materia de DDHH, se presentan a continuación tres de las más utilizadas. 

Paul Hunt –Relator Especial de la Comisión de DDHH (de la ONU), en un intento por agrupar los indicadores en categorías simples, propone una unificación terminológica que genere claridad y favorezca el progreso del debate sobre el tema. La iniciativa contiene tres categorías tentativas, a saber:

1. Indicadores estructurales: siendo los más simples usualmente se presentan en forma de preguntas que ameritan de una respuesta sencilla (afirmativa o negativa). Estos indicadores no requieren de una base de referencia (metas u objetivos) y  “…constituyen un método de evaluación rápida y de obtención económica de información basado en un cuestionario” (ejemplo: ¿incluye la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela el derecho a la vivienda adecuada?).

2. Indicadores de procesos: son instrumentos que “miden el grado de realización de las actividades necesarias para alcanzar los objetivos y los progresos de esas actividades en el transcurso del tiempo”. No dan cuenta de resultados sino que miden los esfuerzos del Estado en torno al respeto, protección y satisfacción de los derechos (ejemplo: gasto público real en vivienda).

3. Indicadores de evolución: a diferencia de los anteriores estos indicadores si tienen como finalidad la medición de las repercusiones de las políticas públicas sobre la situación de los derechos (ejemplo: déficit habitacional neto).

Los indicadores de procesos y de evolución suelen ser denominados “indicadores variables” porque permiten vigilar las dimensiones o parámetros de los derechos a través de los cambios que se registran en el tiempo en base a la noción de progresividad. Los “indicadores variables” son complejos y depende de bases de referencia o metas normalmente expresadas en porcentajes o números. Adicionalmente, deben ser desglosados por grupos socio-demográficos a los efectos de monitorear la equidad. 

Al momento de evaluar la situación de un derecho en particular es posible que se identifiquen un conjunto de elementos conexos que afecten o incidan en el cabal cumplimiento del mismo, así por ejemplo, en el caso del derecho a la vivienda adecuada el desempleo y la consecuente carencia de ingresos pueden generar consecuencias importantes en la posibilidad real y efectiva de ejercer el derecho. Estos elementos son denominados determinantes y tienden a influenciar sobre los contenidos normativos asociados a cada derecho constitucional. 

Siguiendo con la clasificación propuesta por Hunt es posible apreciar que la misma no da cuenta de estos elementos conexos al derecho, por tanto, es interesante conocer una tipología diseñada desde el punto de vista de los determinantes. Por ello, en el marco de la evaluación de las diversas fases de las políticas públicas surge la siguiente clasificación creada por Rob Vos (1996) con la intención de facilitar dicho proceso: 

1. Indicadores de acceso: “identifican los determinantes que permiten hacer efectiva (y en qué grado) la utilización de recursos para satisfacer las necesidades básicas. Para fines de política, son relevantes ya que la existencia de servicios básicos no garantiza el acceso universal a éstos” (ejemplo: porcentaje de viviendas según material predominante en el techo, piso, paredes y su calidad para ser habitada).

2. Indicadores de insumo: “se refieren a los medios para alcanzar cierto estándar de vida, reflejan los recursos propios de la población y las intenciones, compromisos y esfuerzos del gobierno para proporcionar servicios básicos” (ejemplo: gasto público en vivienda).

3. Indicadores de resultado: “reflejan los niveles de satisfacción de necesidades básicas alcanzados. Son los más adecuados para medir los niveles de vida objetivos mínimos deseables, así como para verificar el logro de los objetivos” (ejemplo: déficit habitacional neto). Es importante señalar que los determinantes y la equidad son factores inextricablemente unidos; su compresión por lo general se alcanza de forma simultánea. Desde el punto de vista de la equidad la Alianza Global para el Monitoreo de la Equidad (GEGA) propone que el cumplimiento de los derechos debe ser analizado desde las siguientes dimensiones (GEGA, 2003): 

a) resultados.

b) financiamiento y asignación de recursos.

c) acceso a servicios y utilización de los mismos

(El uso real de los servicios recomendados es la manera más válida de medir el acceso)

d) calidad de los servicios; e) acceso/exposición a determinantes subyacentes del derecho.

f) consecuencias sociales y económicas del incumplimiento del derecho. 

Así mismo, la conformación de un sistema de Interacción y de Participación Popular tal y como lo requiere el FREEINJUSS de Derechos Sociales, se fundamenta en la correcta identificación de indicadores tanto cualitativos como cuantitativos. Antes de seleccionar indicadores para su posterior incorporación al sistema es recomendable tomar en cuenta las siguientes sugerencias (UNFPA, 2004; González, 2005):

1. Uso de fuentes de datos y sistemas de información existentes: los indicadores se construyen sobre la base de información ya existente o de fácil obtención. Sin embargo, si no se disponen de datos primarios válidos y confiables o si simplemente no están disponibles de forma desagregada, el FREEINJUSS debe enfocarse en la obtención de la data no disponible a través de metodologías eficientes para la recolección de datos. 

2. Asociaciones: es indispensable la interacción con los actores y organizaciones comunitarias, así como es conveniente establecer alianzas con los organismos tanto públicos como privados que generen información estadística en el país, en especial las instancias productoras de datos primarios. 

3. Gestión de la información: debe planificarse la actualización, así como el optimo y constante funcionamiento de la base de datos que almacenará la información obtenida y/o recabada. El FREEINJUSS no tiene como finalidad convertirse en un simple banco de datos, por lo cual, la información que debe fluir como producto final serán recomendaciones que puedan incluirse en la elaboración de Proyectos Comunitarios que satisfagan las necesidades de los consejos comunales. De esta manera se contribuirá con el empoderamiento de las políticas públicas y “La Suprema Felicidad Social”. 
4. Apropiación: es imprescindible y conveniente fomentar la participación ciudadana en la selección de los indicadores que se utilizarán para medir el cumplimiento de los derechos. Sin la participación es imposible el consenso, la abogacía y el empoderamiento de las comunidades. Adicionalmente, la apropiación por parte de las comunidades del conjunto de actividades desarrolladas por el FREEINJUSS permitirá darle legitimidad a la Organización Comunitaria y a las recomendaciones que de sus hallazgos se deriven.

5. Calidad más que cantidad: no se trata de producir una gran cantidad de indicadores sino por el contrario de contar con un conjunto simplificado que sea suficiente para mostrar la situación de los DDHH en el país sin que se sacrifique el monitoreo y la evaluación en sí mismos. Es evidente que un uso excesivo de información desmejoraría la calidad de las investigaciones teniendo consecuencias negativas sobre los resultados y las conclusiones.

6. Información de referencia: como el FREEINJUSS tiene que evaluar algunos indicadores tomando como referencia metas o bases de referencia es necesario precisar dichos puntos antes de iniciar el monitoreo. Con la combinación de indicadores y puntos de referencia es posible comprender mejor la evolución de un fenómeno en el tiempo y sus progresos en relación al alcance de un objetivo previamente determinado.

Ventajas y desventajas de los indicadores de derechos

Si bien el uso de indicadores no está libre de limitaciones, hasta ahora se han convertido en la herramienta más poderosa para emprender las tareas de evaluación y monitoreo de derechos, siempre y cuando sean balanceados y complementadas tanto las metodologías cualitativas como las cuantitativas. 

En tal sentido, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD, 2000) señala que los indicadores estadísticos son instrumentos fundamentales para la lucha por los DDHH, permitiendo: 

a) formular mejores políticas públicas, leyes y procedimientos así como también vigilar los progresos realizados.

b) determinarlos los efectos no deseados de leyes, políticas y prácticas.

c) determinar qué actores están influyendo en la realización de los derechos constitucionales.

d) poner de relieve si esos actores están cumpliendo sus obligaciones y en caso de no ser así exigir responsabilidades.

e) advertir de antemano posibles violaciones y poder adoptar medidas preventivas.

f) fortalecer el consenso social respecto de decisiones difíciles que deban adoptarse frente a la limitación de recursos.

g) sacar a la luz cuestiones que han sido desatendidas o silenciadas.

Así como las estadísticas pueden ser útiles, pudieran ocurrir algunas situaciones desventajosas que desde el punto de vista metodológico puede resumirse en cuatro grandes riesgos:

a) la inconsistencia en la aplicación de una definición operativa de la variable.

b) errores de procedimiento en la recolección de datos.

c) errores ocasionados por los instrumentos de recolección  de datos.

d) errores ocasionados por el procedimiento de codificación de los datos.

Consideraciones finales

Para finalizar se presentan algunas consideraciones a manera de desafíos que deben enfrentar los (FREEINJUSS)  de Derechos de Venezuela propuesto para su puesta en marcha. En primer lugar, conviene señalar que en el siglo XXI la información se ha convertido en un factor fundamental e imprescindible para la toma de decisiones. Por otro lado, el acceso a la información permite a las comunidades emprender procesos que conlleven a la evaluación y el control social de políticas públicas, planes y programas estatales, así como, proponer soluciones factibles, consensuadas y coherentes con la realidad nacional, fortaleciendo el nuevo modelo de gestión pública enmarcado en la democracia participativa, Protagónica y deliberativa.

 Desde esta perspectiva, el primer reto que, a nuestro juicio, debe enfrentar un FREEINJUSS radica en contribuir activamente en la Interacción y Participación que debe existir entre la Universidad Bolivariana de Venezuela (UBV), las organizaciones comunitarias y sus actores o líderes natos y los Organismos Públicos e instituciones del Estado. No sólo se trata de ofrecer a los usuarios/as la oportunidad de acceder una base  de datos en determinados momentos y con fines específicos. Se pretende que a través de la interacción, participación y engrane de cada programa de formación (PFG) se facilite una herramienta a cada comunidad para que aprenda a dar soluciones efectivas a cada problemática que se presente dentro de su jurisdicción y competencia. 
Desde esta perspectiva se hace necesario plantear los objetivos en tres etapas o planos estratégicos los cuales serán:

a) Corto plazo: este paso consiste en conformar y constituir el (FREEINJUSS) de derechos en el ámbito local, (específicamente en la Urb. “El Milagro” parroquia Corazón de Jesús,  municipio Barinas, estado Barinas), siendo así, este será el (FREEINJUSS) modelo, el cual deberá demostrar la factibilidad, viabilidad y sostenibilidad del proyecto planteado en este documento. Mismo que representa el nivel académico adquirido mediante el desarrollo y desempeño de nuestras actividades como estudiantes de la UBV.
Como factor imprescindible para la implementación, prosecución y logro del objetivo general, es necesario calcular los costos operativos (inversión monetaria), esta que para la primera etapa (corto plazo) se puede calcular en base a los equipos, materiales, y espacio físico donde se procederá a sistematizar cada evaluación y monitoreo con sus respectivos estudios, instrumentos de aplicación, así como los resultados, planteamientos, recomendaciones y observaciones que resulten procedentes de la observación de las políticas públicas y los derechos sociales que coexistan dentro de la comunidad. 

Es imperioso acotar que en esta primera etapa el primordial recurso será el humano; considerando que el grupo investigador (estudiantes del X semestre PFG: EJ. UBV. Aldea “Pio Tamayo” modalidad F/s) deberá invertir gran cantidad de tiempo, formación académica, análisis coyunturales cualitativos, investigación y consulta del ordenamiento Jurídico vigente, entre otras cualidades imprescindibles.

En cuanto a los costos operativos (inversión monetaria), realizar cálculos precisos seria coyunturalmente improcedente, pues los costos varían de acuerdo a la situación económica y las diversas medidas que rigen a este sistema. Aun así se puede especificar una especie de lista en la que se identificaran los materiales y equipos necesarios para obtener los resultados planteados a corto plazo; a continuación se describen los mismos:

	Nº
	Equipos y/o materiales
	Utilidad
	costo

	01
	Computadora con software y hardware actualizados… 
	sistematización
	5.000,00

	05
	Sillas de oficina
	Laboral
	500,00

	01
	Pc. Portátil (laptop) para registro de datos
	Diario de campo
	6.000,00 

	01
	Mesón de reuniones y conferencias
	Laboral
	3.000,00

	01
	Archivo vertical de metal 
	Organización 
	1.000,00

	01
	TV para charlas audio visuales de orientación social
	formación
	1.000,00

	01
	DVD para charlas audio visuales de orientación social
	Formación 
	300,00

	01 
	Proyector de Diapositivas o laminas para dinámica y foros
	funcionamiento
	Variable 

	/
	Papelería y materiales consumibles 
	funcionamiento
	Variable

	/
	Espacio físico para realizar la sistematización y estudio
	funcionamiento
	Variable 


Cabe señalar que los costos operativos (inversión monetaria) pudieran obtenerse de dos formas: cogestión (por medio de aportes solicitados a los Organismos Públicos o  institucionales del estado), o por autogestión (por medio de aportes personales de cada estudiante, colectas, vendimias, rifas, entre otros), las cuales podrían gestionarse dentro de la comunidad objeto de estudio; con la participación activa de los integrantes de la comunidad y de sus organizaciones.

Un segundo reto, radica en la esencia misma de un (FREEINJUSS). Nos referimos a la capacidad de incidencia sobre las políticas públicas como garantía de vinculación entre la información producida y las acciones y omisiones del Estado. El trabajo de los (FREEINJUSS) debe tener dos planos, uno de carácter técnico (investigación y monitoreo) y otra de carácter político (abogacía y participación). Sólo a través de la verdadera interconexión entre ambas dimensiones (de manera tal que se produzca un flujo de información bidireccional) será posible el cumplimiento de los objetivos propuestos.

 Siendo indispensable dar cuenta de los avances en la ampliación de los derechos sociales y la justicia social, surge el siguiente desafío consistente en desarrollar una línea de acción de un (FREEINJUSS) encaminada a compartir experiencias y recomendaciones en torno a la importancia de que los organismos productores de estadísticas en el país, en especial el Instituto Nacional de Estadística (INE) como ente rector del SEN (Sistema Estadístico Nacional), generen información coherente, oportuna y única a objeto de ser útiles en los procesos de toma de decisiones de conformidad al enfoque de derechos, la Justicia Social y a la consecución de las metas propuestas en el Plan Estratégico de la Nación, 2007-2013.
Esto cobra especial relevancia debido a tres elementos fundamentales: por un lado, en muchos casos la data no se encuentra disponible ni a tiempo ni con los niveles de desagregación necesarios para desarrollar efectivamente el monitoreo y la evaluación de los derechos; por otro, los sistemas de información del Estado venezolano no están especialmente diseñados para producir los insumos necesarios para medir la satisfacción de los derechos, la justicia social y los efectos de sus determinantes, por último, el acceso a la información existente no está disponible de manera ágil, oportuna y gratuita para todos los ciudadanos que pudieran necesitarla en un tiempo o coyuntura determinada.
Del mismo modo, las interpretaciones de la información disponible pueden ser incorrectas si no se consideran las diferencias entre mejoras asociadas a las condiciones de vida de la población y la situación de los DDHH. Así pues, la eventual mejora en las condiciones de vida de una determinada población o grupo social no implica necesariamente que exista una mejora en la situación de los derechos sociales en general, debido a que no existe una relación automática entre ambos fenómenos. 

Para concluir, luego de resumir a lo largo de estas páginas los fundamentos conceptuales y metodológicos de la propuesta de un (FREEINJUSS) que presentamos, no queda más que proponer la profundización del debate con todos los actores relevantes que de alguna u otra manera se encuentren vinculados con la tarea de elevar la calidad de vida de los/las venezolanos/as, entendiéndola, no como un regalo o una dádiva, sino como un derecho legítimamente consagrado en la Carta Fundamental (Constitución de la República Bolivariana de Venezuela) y que se traduce, por tanto, en una obligación del Estado, como Estado social, de derecho y de justicia, velar por su “concreción efectiva” a través del respeto, protección y satisfacción de las garantías constitucionales.

Ya superados estos retos podrá plantearse la implementación y conformación de un (FREEINJUSS) de derechos en los todos los ámbitos (local y Nacional), lo que resultará en la prosecución de  las etapas o planos de: mediano y largo plazo; para los cuales se tendrá mejores ejemplos de la efectividad y  factibilidad y sostenibilidad del proyecto.

 Como requisitos indispensables para constituir un FREEINJUSS en cualquier aldea Universitaria de Misión Sucre, Universidad Bolivariana de Venezuela (UBV), es necesaria  la interacción entre los siguientes Actores o Participantes: (Ver diagrama Nº 6)
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Diagrama 6. Requisitos para la conformación de un (FREEINJUSS).

Para lograr el objetivo general del FREEINJUSS se requiere el aporte de cada estudiante indiferentemente el semestre y PFG que curse. Por lo cual se indica a continuación la forma de interacción e intercambio de saberes y experiencia que se obtendrán en cada frente constituido y que se encuentre ejecutando un proyecto comunitario. Así mismo de plasma aquí una serie de requisitos indispensables para la incorporación de cada frente al FREEINJUSS fundador y al ingreso y acceso de su base de datos.

Quedando entendido que el FREEINJUSS Fundador es quien impulsa esta propuesta y que nace de la Misión Sucre, Universidad Bolivariana de Venezuela, Aldea “Pio Tamayo”, parroquia Corazón de Jesús, municipio Barinas, estado Barinas; con el trabajo mancomunado y la interacción entre la comunidad de la Urbanización “El Milagro”,  los estudiantes del PFG: “Estudios Jurídicos”, X semestre, modalidad Fin de semana, Proción “2007 I – 2012 I” y los Organismos e Instituciones del Estado Barinas. 

Requisitos Indispensables Para La Incorporación de cada Frente:
1) Consignar copia del registro del Consejo Comunal con el Cual Interactúa.
2) Integrar el Frente con al menos un estudiante de cada  semestre y PFG de la Aldea.
3) Manifestar formalmente (por escrito) su intención de Integración. Avalada por acta donde los integrantes se comprometen a la participación sin fines de lucro. (con firmas).

4) Basar cada actuación del Frente en concordancia con los Principios y valores Constitucionales que rigen nuestro sistema Jurídico.

5) Nombrar al menos un (01) responsable del Frente. Máximo (según requerimientos).

6) El Responsable Principal deberá registrar un correo electrónico y una página de Facebook  de su frente: ejemplo (FREEINJUSS_{nombre de la aldea}y posteriormente a su registro deberá enviar solicitud al FREEINJUSS fundador a la siguiente dirección: FREEINJUSS_PIO_TAMAYO@HOTMAIL.COM  de igual forma para acceder a la base de datos del FREEIJUSS fundador deberá enviar solicitud de amistad al siguiente Facebook: FREEINJUSS PIO TAMAYO 2007 I- 2012 I
7) Quien/es sea/an responsable de Frente, debe mantener su pagina actualizada cada semestre. Por tanto su responsabilidad radica en subir toda información pertinente y concerniente a su Proyecto Comunitario, clasificando el Trabajo de cada Programa de Formación según sus obligaciones académicas y en concordancia con los contenidos programáticos de cada unidad curricular cursada en el semestre. 

Es importante recalcar que esta Organización no es subordinada a ninguna otra, así mismo, ningún frente es subordinado a otro, incluso al FREEINJUSS Fundador; por tanto queda al libre Albedrio el ajuste, acople, modificación y engrane de nuestros (OBJETIVOS ESPECIFICOS) de forma, mas no de Fondo. Reservándonos el derecho de autoría.
Esto no significa de manera alguna que pretendamos fijar lineamientos impuestos a quienes manifiesten su intención de conformarse como frente; sino por el contrario que queremos asegurar la sostenibilidad Jurídico-Social de nuestra propuesta. Por lo que solicitamos a cada frente integrante alimentar su base de datos con sugerencia fundamentadas en posibles omisiones u errores que como humanos imperfectos pudiésemos cometer en la elaboración de esta propuesta.

Sus aportes y críticas constructivas a esta propuesta, serán de gran utilidad para quienes prosiguen en sus actividades académicas, así como también para quienes elaboramos este Proyecto Comunitario  con la intención de impulsar y promover la Participación Popular y fortalecer el empoderamiento de las comunidades organizadas con respecto a las políticas publicas creadas para lograr “La Suprema Felicidad Social”  enmarcada en la II línea general del Proyecto Nacional “Simón Bolívar” 2007 - 2013
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